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NOS ENFRENTAMOS A UNA 

DELINCUENCIA COMPLEJA, LA CUAL 

SUELE CARACTERIZARSE POR LA 

INTERVENCIÓN DE MUCHOS SUJETOS 

CON CONDUCTAS NO SOLO 

COMISIVAS, SINO TAMBIÉN OMISIVAS

PRINCIPALES 
RASGOS DE UN 
MODELO DE 
IMPUTACIÓN PARA 
LA 
RESPONSABILIDAD 
PENAL DE LAS 
PERSONAS 
JURÍDICAS 
POR FERNANDA BOBADILLA

Pese a las discrepancias que se presentan al día de hoy a nivel doctrinario respecto a 
la responsabilidad penal de las personas jurídicas, esta ya es una realidad en diversos países, entre 
ellos Perú. Precisamente, su reconocimiento parte de la necesidad de adaptar la potestad 
punitiva del Estado al fenómeno de la nueva criminalidad y la exigencia de protección de 
nuevos bienes jurídicos colectivos frente a conductas que los vulneran de manera 
especialmente lesiva en sociedades de riesgo como las actuales.

Nos enfrentamos a una delincuencia compleja, la cual suele caracterizarse por la 
intervención de muchos sujetos con conductas no solo comisivas, sino también omisivas, 
con diferentes grados de participación en el delito, entre otros, frente a lo que se ha evidenciado, 
desde hace muchos años, una crisis de los modelos tradicionales de atribución de 
responsabilidad penal1. De esta forma, aparece la necesidad de pasar de un Derecho penal de los 
individuos a un Derecho penal de las organizaciones. 

Precisamente, los modelos tradicionales de atribución de responsabilidad resultan, 
más que insuficientes, no idóneos para afrontar la fenomenología compleja de la nueva 
criminalidad. Modelos que se basan en reglas como “societas delinquere non potest”, así como 
en principios limitadores del Ius Puniendi como el principio de culpabilidad, que tiene 
como dos de sus manifestaciones y exigencias al principio de personalidad de las penas y del 
principio de dolo o culpa, plantean grandes dificultades para adaptarlos a los riesgos que 
generan las empresas para los bienes jurídicos tanto individuales como colectivos.

Si bien se reconoce que los modelos tradicionales de la teoría del delito tienen cierta adaptabilidad en 
relación a nueva criminalidad, queda claro que presentan límites, toda vez que 
se encuentran fundamentados en la responsabilidad individual. En esa línea, según sostiene 
Zúñiga, continuar con el intento de flexibilizar las categorías jurídicas de sistemas creados 
para una imputación individual, a efectos de poder aplicarlo a la responsabilidad de persona 
jurídica, los pone en riesgo de perder su lógica y racionalidad.2

y medicina avanzada, pp. 111-124.

1. ZÚÑIGA RODRÍGUEZ, Laura, Bases para un modelo de imputación de responsabilidad penal a las personas jurídicas, Editorial Aranzadi, 
Navarra, 2003, p. 165.

2.  Ibid., p. 221.



Teniendo claridad respecto a la necesidad 
de implementar un modelo de 
responsabilidad penal de la persona 
jurídica, es importante mencionar cuáles 
serían sus rasgos característicos 
principales. Como punto de partida, 
tenemos que lo más conveniente 
parecería ser elaborar categorías análogas a 
las ya existentes en las teorías tradicionales; 
es decir, la tipicidad, la antijuricidad y 
la culpabilidad (denominadas de manera 
distinta en las teorías bipartitas que, sin 
perjuicio de las diferencias claves, sostienen 
similitudes en cuanto a sus contenidos).  

El primer rasgo a tomar en cuenta es que 
la conducta antijurídica llevada a cabo dentro 
de una empresa no puede atribuirse a la decisión 
de una persona individual, toda vez que 
suele enmarcarse dentro de un defecto 
de la organización de la persona jurídica. 
En esa línea, se establece que la 
responsabilidad penal de la persona jurídica no 
parte, como ocurre con las personas naturales, 
de un reproche personal (tomando en cuenta 
las exigencias de la culpabilidad como 
categoría jurídica de la teoría del delito 
tradicional, que no son otras que la 
imputabilidad, el conocimiento de 
la antijuricidad del hecho y la exigibilidad de 
otra conducta), sino más bien de una expectativa 
que se tiene de ella por ser un agente de riesgos 
con especial protagonismo en las 
sociedades actuales, por lo que le surge 
un deber de protección de bienes jurídicos 
frente a los riesgos que su propia existencia 
conlleva.

Ahora bien, en la teoría del delito 
tradicional, tenemos que el presupuesto 
de las tres categorías (en otras palabras, 
lo que debe verificarse antes de pasar a 
analizar si una conducta es típica) es la 
conducta humana  penalmente relevante. 

Claramente, dicho presupuesto, entendido 
como tal, no tendría cabida al analizar las 
conductas lesivas realizadas por las personas 
jurídicas, al no ser estas “capaces” -en el 
sentido natural- de llevarlo a cabo. 
Sin embargo, en la actualidad el 
debate respecto a la responsabilidad 
penal no se centra en este presupuesto, 
toda vez que, en primer lugar, esta teoría 
de la acción no ha llegado realmente 
a explicar cuándo estamos ante ella, 
sino más bien a trabajar en las 
circunstancias que de presentarse 
establecen que la misma no existe 
(fuerza física irresistible, estado de 
inconsciencia y actos reflejos). 
Asimismo, en los últimos años han 
surgido, desde el punto de vista 
criminológico, argumentos que 
cuestionan la simplicidad con la 
que se suele determinar la existencia 
de una acción penalmente relevante, 
tomando en cuenta otros factores que, 
partiendo de estudios criminológicos, 
son identificados para explicar la 
conducta humana3.

Por otro lado, debemos considerar que, 
en relación a las conductas punibles de 
las personas jurídicas, nos encontramos 
ante un injusto penal real. En ese sentido, las 
cuestiones más debatibles se encontrarán en 
la dificultad para determinar cuáles serían las 
características objetivas y subjetivas de dicho 
injusto, mas no en establecer si existe o no 
una conducta antijurídica y culpable, pues la 
seguridad sobre esto último es nuestro punto 
de partida debe ser nuestro punto de partida. 
En ese sentido, sostiene Zúñiga que los 
criterios de injusto y culpabilidad son 
criterios valorativos que deben definirse 
exclusivamente en función a los fines 
preventivos y dirigidos a proteger los bienes 
jurídicos en la sociedad.4
 

Genética, biotecnología y medicina avanzada, pp. 111-124.

3.  Al respecto, ver: DEMETRIO CRESPO, Eduardo, ¿Libertad versus determinismo en Derecho penal?, en Revista de derecho y genoma humano. 
Genética, biotecnología y medicina avanzada, pp. 111-124.
4.  ZÚÑIGA RODRÍGUEZ, Laura, Bases para un modelo de imputación de responsabilidad penal a las personas jurídicas, op. cit., p. 228.



Partiendo de esa idea, la autora establece que lo relevante pasa a ser el principio de lesividad, también 
denominado principio de ofensividad o de exclusiva protección de bienes jurídicos, lo que nos lleva a 
considerar a la norma penal como lo que es: una norma que valora de manera 
negativa aquellos comportamientos que lesionan de forma grave los bienes jurídicos más 
relevantes (norma de valoración); y una norma de determinación, dirigida no solo a los jueces 
penales para sancionar estas conductas lesivas conforme se encuentra establecido en los 
Códigos Penales, sino especialmente dirigida a las personas a efectos de que estas se motiven a 
no cometerlas.

En concordancia con ello, si, como se ha señalado al inicio del presente trabajo, el rol 
del Derecho penal en un Estado social y democrático de Derecho debe estar orientado a 
prevenir la comisión de conductas que vulneren las condiciones mínimas (bienes jurídicos 
individuales y colectivos) para garantizar la convivencia pacífica de los miembros de la 
sociedad, debemos entender que las conductas relevantes penalmente no son otra cosa que 
conductas llevadas a cabo por los destinatarios de las normas penales (normas penales que se 
establecen en respeto a las exigencias del principio de legalidad y con el fin de que los 
destinatarios determinen su conducta de acuerdo a ellas), quienes son los sujetos que pueden 
motivarse por las mismas, la persona jurídica se encuentra en plena capacidad para ser una de 
ellos. Partiendo de esto, y habiendo precisado nuestra postura respecto a la capacidad de la 
persona jurídica de llevar a cabo una conducta penalmente relevante, analizaré brevemente 
cómo se aplicarían, de manera análoga, las categorías tradicionales de la teoría del 
delito a una teoría del delito -modelo de imputación penal- de la persona jurídica, sobre lo cual 
a la fecha surgen discrepancias en la doctrina.

Sobre la tipicidad de la conducta (de acuerdo a las teorías tripartitas), tenemos que esta 
se encuentra compuesta por un tipo objetivo y un tipo subjetivo. En relación al primer de 
ellos, Gómez Jara sostiene que la imputación subjetiva de la persona jurídica se 
determinará en función de si la organización ha realizado un uso adecuado de su capacidad 
auto organizativa o si, por el contrario, ha generado un riesgo no permitido (o aumentado un 
riesgo permitido) en el que se ha materializado un resultado lesivo contra un bien jurídico.5 
Con el objetivo de verificar esto, entran a ocupar un papel relevante los programas de criminal 
compliance.

FERNANDA BOBADILLA VÁSQUEZ 
Asociada Junior Área Penal

En relación a la imputación subjetiva de la conducta, esta tomará 
en cuenta que la persona jurídica tenga un conocimiento 
propio sobre los riesgos que se derivan de sus actividades. 
De esta forma, la imputación subjetiva no puede darse 
desde una concepción psicológica del conocimiento, es 
decir, desde un estado mental, sino a partir de entender al 
tipo subjetivo como una categoría que imputa el conocimiento 
del riesgo al sujeto. Finalmente, sobre la culpabilidad, Bajo, 
Feijoo y Gómez-Jara señalan que esta tendrá lugar a partir de 
la verificación de una cultura defectuosa de los programas de 
cumplimiento con el que las organizaciones deben contar. 
Precisamente, si las personas jurídicas tienen la capacidad de 
crear una cultura dentro de las mismas que refleje que sus 
actividades son desplegadas conforme a Derecho, cuando 
no tengan esta, lo que estarán creando será, más bien, 
una cultura no respetuosa de la legalidad.  

5. BAJO FERNÁNDEZ, Miguel, FEIJÓO SÁNCHEZ, Bernardo J. y GÓMEZ-JARA DÍEZ, Carlos, Tratado de responsabilidad penal de las personas
jurídicas. Adaptado a la Ley 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica el Código Penal, Editorial Civitas, Madrid, 2016, p. 105.
6. BAJO FERNÁNDEZ, Miguel, FEIJÓO SÁNCHEZ, Bernardo J. y GÓMEZ-JARA DÍEZ, Carlos, op. cit., p. 107.



...SURGE LA INTERROGANTE 

RESPECTO A SI EL ARBITRAJE 

INICIADO EN CONTRA DEL 

CONSORCIO SE REFIERE A ESTE 

COMO TAL O SI INVOLUCRA 

DIRECTAMENTE A LAS EMPRESAS 

QUE CONFORMAN EL CONSORCIO 

EMPRESAS 
CONSORCIADAS: 
¿PARTES DEL 
CONVENIO 
ARBITRAL?
POR HÉCTOR CAMPOS 
GARCÍA

Las empresas A, B y C se han consorciado para participar en una licitación privada para la 
construcción de un edificio. Dado que resultan ganadoras de la licitación, el consorcio celebra un 
contrato de obra con la empresa X, que es quien organizó la licitación y, además, dueña del terreno 
en donde se erigirá el edificio.

En la ejecución del contrato de obra surgen discrepancias entre las partes lo que deriva en el inicio de 
un arbitraje dado que se había pactado un convenio arbitral. La empresa X imputa una serie de 
retrasos al consorcio por lo que su reclamo incluye la resolución del contrato, así como el pago de las 
penalidades y la ejecución de cartas fianzas.  

En este contexto surge la interrogante respecto a si el arbitraje iniciado en contra del consorcio se 
refiere a este como tal o si involucra directamente a las empresas que conforman el consorcio. 

La respuesta, a nivel jurídico, parece simple. Dado que el consorcio es un contrato1 y no conlleva a la 
creación de una persona jurídica, ya que las empresas que la conforman mantienen su propia 
autonomía jurídica, entonces debería quedar claro que la referencia a un consorcio como parte de un 
contrato, lo que incluye al convenio arbitral, en realidad es una forma alternativa para aludir a todas y 
cada una de las empresas que lo conforman.

Si esto es claro desde el punto de vista jurídico, ¿de dónde se pueden generar algunas dudas? La 
mayoría provienen de un enfoque exclusivamente operativo. Los consorcios tienen una serie de 
características que generan un halo de autonomía. Por ejemplo, y sin ser exhaustivos, el consorcio 
puede tener su propia oficina, un destacamento de trabajadores asignado, una contabilidad 
independiente, una partida presupuestaria y un largo etcétera.

Bajo este último enfoque, no es extraño apreciar discusiones arbitrales alrededor de pedidos de 
inclusión (por parte de los reclamantes) para que las empresas consorciadas formen parte del 
arbitraje.  Para esto suele recurrirse a la regulación  relativa a la incorporación de partes no  signatarias  

 Genética, biotecnología y medicina avanzada, pp. 111-124.

1. Ley General de Sociedades. Artículo 445.- Contrato de Consorcio
Es el contrato por el cual dos o más personas se asocian para participar en forma activa y directa en un determinado negocio o empresa con el propósito
de obtener un beneficio económico, manteniendo cada una su propia autonomía. Corresponde a cada miembro del consorcio realizar las actividades
propias del consorcio que se le encargan y aquéllas a que se ha comprometido. Al hacerlo, debe coordinar con los otros miembros del consorcio conforme
a los procedimientos y mecanismos previstos en el contrato



previstas en  el artículo 14 del  
Decreto Legislativo  que norma el arbitraje2.  
Lo propio sucede con  las empresas 
consorciadas que, al verse inmersas en 
un proceso arbitral, recurren a pedidos 
de exclusión o, incluso, adelantan su 
intención de iniciar  procesos de amparo 
reclamando ser terceros respecto del 
arbitraje3.

El problema con este enfoque es que olvida 
que por más autonomía operativa que pueda 
tener el consorcio, ello no enerva en 
absoluto la autonomía jurídica que 
tienen las empresas consorciadas. De 
este modo, cuando el consorcio es 
parte del contrato que contiene el convenio 
arbitral, reitero: en realidad son las 
empresas que conforman el consorcio 
quienes terminan siendo las partes del 
convenio arbitral y por ende son los 
destinatarios directos de sus efectos.

De este modo, las empresas consorciadas 
no son partes que no suscribieron el 
convenio arbitral. Son partes que sí 
suscribieron el convenio. El representante 
del consorcio al momento de suscribir 
el contrato que contiene el convenio 
está representando, ni más ni menos, 
que a las empresas consorciadas. 
En consecuencia, mucho menos 
pueden ser consideradas como 
terceros ajenas al convenio arbitral, 
ya que conforme se ha indicado son partes 
del mismo en toda la extensión del término. HÉCTOR CAMPOS GARCÍA 

Asociado Senior Área Civil y Comercial

2. Decreto Legislativo N.° 1071. Artículo 14.- Extensión del convenio arbitral.
El convenio arbitral se extiende a aquellos cuyo consentimiento de someterse a arbitraje, según la buena fe, se determina por su participación activa y de
manera determinante en la negociación, celebración, ejecución o terminación del contrato que comprende el convenio arbitral o al que el convenio esté
relacionado. Se extiende también a quienes pretendan derivar derechos o beneficios del contrato, según sus términos.
3. Recordemos que según el Precedente María Julia (Expediente N.° 00142-2011-PA/TC) una de las causales de procedencia de amparo es el siguiente:
“c) Cuando el amparo sea interpuesto por un tercero que no forma parte del convenio arbitral y se sustente en la afectación directa y manifiesta de sus
derechos constitucionales a consecuencia del laudo pronunciado en dicho arbitraje, salvo que dicho tercero esté comprendido en el supuesto del artículo 
14º del Decreto Legislativo N.º 1071”.
4. Sobre los efectos no obligatorios, sino que impone estados de sujeción, del convenio arbitral: HUANCO PISCOCHE, Henry, “¿El convenio arbitral es 
un contrato con efectos obligatorios?”, Blog Agnitio. Advocatus, 2019 (Consultado el 28.02.2023, 20:40 horas) Disponible en: http://agnitio.pe/articulo/
el-convenio-arbitral-es-un-contrato-con-efectos-obligatorios/

En conclusión, las empresas consorciadas A, 
B y C son las partes signatarias del convenio 
arbitral que forma parte integrante del contrato 
suscrito entre el Consorcio y la empresa X.



El alquiler de inmuebles (arrendamiento) es una práctica común ya sea en el ámbito comercial 
como en el ámbito familiar. Por tal razón, y teniendo en cuenta que los primeros suelen 
caracterizarse por verse inmersa mayores flujos de dinero debido a su naturaleza, el arrendador 
debería realizar un análisis exhaustivo de con quién se contrata, es decir, del sujeto ya sea persona 
natural o jurídica que cuente con un negocio al cual se le alquilará el predio en cuestión.

Los términos contractuales siempre deberán ser revisados minuciosamente por el arrendador en 
tanto será este quien cederá el uso de su inmueble a un tercero para que sea aprovechado 
económicamente. Si bien, aspectos como la renta a pagar y las obligaciones que le correspondan a 
cada una de las partes en el contrato son sumamente relevantes y deberán establecerse teniendo en 
cuenta las circunstancias y características de la relación jurídica que se entablará, el presente 
artículo se centrará específicamente en el plazo y su culminación. 

Como ya se mencionó, dependerá de las circunstancias y características de cada situación para 
establecer las cláusulas contractuales en las que se incluye la cláusula referida al plazo del 
arrendamiento la cual no deberá exceder los diez (10) años según el artículo 1688 del Código 
Civil peruano.

Teniendo ello en cuenta, supongamos, el sujeto A alquila su predio al sujeto B para que este 
último instale su tienda y se dedique al negocio de la venta de abarrotes. El plazo por el cual se 
arrendará el anotado inmueble será de diez (10) años. Ahora, llegado el último día de plazo 
establecido, el sujeto A no requiere al sujeto B la restitución de su inmueble por lo que el sujeto 
B se mantiene en posesión del bien realizando su actividad comercial como lo venía haciendo. 
Ante esta situación, ¿qué es lo que habría ocurrido con el contrato? ¿el contrato habría quedado 
resuelto? ¿el sujeto B está ilegalmente en el inmueble?

Todas estas interrogantes son resueltas con lo estipulado en el artículo 1700 del Código Civil 
puerano el cual regula un supuesto de renovación legal del contrato. Es decir, en el supuesto en el 
cual el inmueble no se le ha sido requerido al arrendatario y este mantiene el uso del bien, se 
entenderán  renovadas  todas l os acuerdos (cláusulas)  del contrato a  excepción del plazo que, si

¿QUÉ OCURRE 
CUANDO CULMINA 
EL PLAZO DE UN 
CONTRATO DE 
ARRENDAMIENTO Y 
EL ARRENDATARIO 
SIGUE EN POSESIÓN 
DEL BIEN 
ARRENDADO?
POR CHRISTIAN TORIBIO

LOS TÉRMINOS CONTRACTUAES 

SIEMPRE DEBEN SER REVISADOS 

MINUCIOSAMENTE POR EL 

ARRENDADOR EN TANTO SERÁ 

ESTE QUIEN CEDERÁ  EL USO DE 

SU INMUEBLE A UN TERCERO 



en este caso se pactó originalmente el plazo 
de 10 años, mutará a un plazo 
indeterminado, es decir, no estará sujeto a 
un plazo determinado de culminación. 

Así, estaremos frente al mismo contrato que 
celebraron los sujetos A y B, pero que ya 
no tendrá una duración de diez (10) años, 
sino será uno a plazo indeterminado. Sin 
embargo, es en este momento en el cual nos 
preguntamos: si se trata de un contrato a 
plazo indeterminado, ¿ello significa que el 
contrato será eterno? Ante esta pregunta, 
brindamos la siguiente respuesta.

Para ello, debemos ampararnos al artículo 
1365 el cual establece que ante los contratos 
que no cuenten con plazo pactado o legal 
determinado, cualquiera de las partes (en 
este caso sería el interesado: el arrendador) 
podrá ponerle fin mediante una 
comunicación vía notarial con una 
anticipación no menor a treinta (30) días. Es 
así que, habiendo transcurrido los treinta 
(30) días, o más días dependiendo del plazo
que otorgue el interesado, el contrato
quedará resuelto. Así, ocurrida esta
resolución, el arrendatario estará en posesión
ilegítima del inmueble pudiendo el
arrendador demandar el desalojo y lo que
considere conveniente para salvaguardar su
derecho e intereses.

De esta forma, respondiendo a la pregunta 
en el encabezado del presente artículo, en el 
supuesto en el que el plazo del 
arrendamiento haya concluido y el 
arrendatario siga en posesión del inmueble 
se entiende que se habría renovado 
legalmente todos los acuerdos contractuales 
excepto el plazo el cual habrá mutado a un 
indeterminado.

Para culminar con el plazo indeterminado, el 
interesado deberá remitir una carta notarial 
comunicando su voluntad de ponerle fin a la 
relación jurídica con una anticipación de 
treinta (30) días. Transcurrido estos treinta 
(30) días, el contrato quedará resuelto y el
arrendador podrá hacer valer su derecho como
corresponda.

CHRISTIAN TORIOBIO
Asistente legal Área Civil y Comercial



En la práctica, muchas veces puede existir confusión respecto a las diferencias entre los delitos de 
coacción y extorsión, sobre todo porque ambos ocasionan un ataque o lesión a la libertad personal; sin 
embargo, presentan distinciones en el ámbito de su protección y alcance, por ello, en este breve 
artículo, primero se expondrá cuáles sus principales diferencias y después, una serie de 
recomendaciones sobre cómo accionar si soy víctima de alguno de estos delitos. 

Parto por señalar la ubicación normativa del delito de coacción, específicamente en el Código Penal, 
este se encuentra previsto en el artículo 151 en el Titulo de delitos Contra la Libertad, específicamente, 
el Capitulo de Violación Personal. Este capítulo del Código Penal tipifica y sanciona un amplio 
catálogo con distintas modalidades delictivas, siendo el delito de coacción uno de ellos. 

Respecto a la protección de la libertad, se debe comprender que esta encuentra su defensa y 
reconocimiento a nivel constitucional, al ser un derecho fundamental. Es por ello que la 
criminalización de las conductas que atentan contra ella responde a la protección de la libre 
determinación personal, en todas sus manifestaciones, y será el derecho penal a través de la protección 
de bienes jurídicos quien sancionará su puesta en peligro o lesión. El magistrado y docente Prado 
Saldarriaga (2017) bien señala que:

(...) el derecho penal también acude como un refuerzo y amparo complementario de la libertad 
de las personas cuando criminaliza y reprime conductas que pretenden desconocer, coactar o 
condicionar ilícita o arbitrariamente su ejercicio. Ese es el rol que cumple la criminalización de los 
delitos contra la libertad. Es más, esta actitud tutelar del Estado se expresa de modo general cuando, en 
el artículo 151 del Código Penal vigente, se penaliza toda forma violenta de coacción de la libertad 
personal1.

Habiendo señalado lo anterior, ¿qué conducta concreta sanciona el delito de coacción?. Sin entrar a un 
desarrollo extenso de este delito y remitiéndose a su tipificación legal actual, específicamente sanciona 
dos medios comisivos, a quien mediante amenaza o violencia, obliga a otro hacer lo que la ley no 
manda o le impide hacer lo que ella no prohíbe, regulando una pena no mayor a 2 años.

¿CÓMO DISTINGUIR 
SI SOY VÍCTIMA DE 
COACCIÓN O 
EXTORSIÓN?
POR KARLA CÁRDENAS 
VEINTEMILLA

1. PRADO SALDARRIAGA, V. (2017)  Derecho Penal Parte Especial: los delitos, Fondo Editorial PUCP: Lima, p. 67 67

...SI CONSIDERAS QUE EXISTE UN 

LATENTE PELIGRO PARA TU 

INTEGRIDAD O LA DE TU FAMILIA, 

PUEDES SOLICITAR LAS GARANTÍAS 

O LA VIGILANCIA DEBIDA HASTA 

QUE DESAPAREZCA EL PELIGRO



Como se observa, el alcance del delito de 
coacción es amplio, dado que sanciona la 
vulneración a la libertad personal, “entendido 
como aquella facultad o atributo natural de las 
personas de comportarse bien de acuerdo al 
papel que tengan dentro del círculo social 
donde les ha tocado desenvolverse (Salinas 
Siccha, 2013)”.2 

En relación a las modalidades, este delito 
puede presentarse bajo dos supuestos: 
primero, obligar a otro hacer lo que la ley no 
manda,  el catedrático Peña Cabrera (2008) 
señala que esta modalidad  presenta efecto 
positivo (compeler a efectuar lo que no quiere, 
sea justo o injusto); la segunda, es impedir 
hacer lo que la ley no prohíbe, la cual presenta 
efecto negativo (impedir con violencia a otro 
hacer lo que la ley no prohíbe.3

Respecto a los dos medios comisivos, 
específicamente el de amenaza, el catedrático 
Peña Cabrera (2008) señala que “importa una 
presión psicológica que recae sobre el sujeto 
pasivo, en el sentido de verse afectado por un 
mal inminente, sobre él o persona vinculada al 
mismo”.4 En ese sentido, implica una 
afectación a la libre determinación del sujeto y 
la formación de su libre voluntad para tomar 
sus propias decisiones, quien se ve forzado 
por una amenaza de tal magnitud que 
interfiere en su propia autodeterminación. 

En relación a la violencia, esta implica el uso 
de la fuerza física del sujeto de tal forma que 
termine afectando su resistencia, es decir, la 
doblega. En esa misma línea Peña Cabrera 
(2008) señala que “dicha violencia puede 
incidir en el plano fisiológico de la víctima o, 
también sobre "las cosas, siempre y cuando 
genere el resultado que la norma contiene 
como condición consumativa”.5  Es así que, 
tal violencia termina incidiendo en las   

decisiones  y  comportamiento  de  la   
persona ya sea omisiva o comisiva, 
de tal forma que neutraliza la propia 
voluntad del sujeto y su 
autodeterminación. 

En vinculación al aspecto subjetivo de 
la persona quien comete el delito, esta 
solo puede obrar mediante dolo, es 
decir, conoce la afectación al bien 
jurídico, se representa su conducta y 
por lo tanto quiere el resultado, 
implica conciencia y voluntad para la 
realización típica. 

Hay que recalcar que debe existir la 
conciencia de ilegalidad, ello implica 
que conoce que su conducta es 
contraria a derecho al obligar hacer 
lo que ley no manda e impedir lo 
que la ley no prohíbe mediante 
amenaza o violencia a una persona. 

Habiendo concluido con el delito de 
coacción, ahora corresponde analizar la figura 
de extorsión, la cual se encuentra regulada en 
el artículo 200 en el Título de delitos contra el 
patrimonio. Las razones detrás de tal decisión 
y la diferencia con el delito de coacción antes 
expuesto se verá a continuación. 

Una de las principales diferencias, motivo por 
el cual se regula este delito dentro de los 
delitos contra el patrimonio, es que la 
extorsión sanciona los ataques a la libertad 
personal pero con una finalidad posterior, que 
es obtener una ventaja ilegítima. 

Es por ello que se menciona que es un delito 
pluriofensivo.  Sin profundizar en el 
desarrollo histórico de este delito, es preciso 
remitirnos concretamente a la tipificación 
actual, la cual sanciona lo siguiente:

2. Salinas Siccha, R. (2013). Derecho Penal, Parte Especial. 5ta Edición. Editorial Iustitia.
3. PEÑA CABRERA, A. (2008) Derecho Penal, Parte Especial, Tomo I. IDEMSA: Lima, p. 449.
4. Idem.
5. Ibidem  p. 450



Art. 200.- El que mediante violencia o amenaza obliga a una persona o a una institución 
pública o privada a otorgar al agente o a un tercero una ventaja económica indebida u otra 
ventaja de cualquier otra índole (...)
(...)

Al respecto Salinas Siccha (2013) citando a Roy Freyre señala que “estas características 
aparecen vinculadas al punto que el delito de extorsión puede ser definido como el resultado 
complejo de dos tipos simples: es un atentado a la propiedad cometido mediante el ataque o 
lesión a la libertad personal”.6 

Es importante mencionar que este delito ha presentado varias modificaciones legislativas, las 
cuales han correspondido a temas principalmente coyunturales producto de la delincuencia 
organizada, en ese sentido, a nivel de política criminal, se ha adecuado a la realidad e 
incremento de diversas modalidades delictivas. Tal es el caso que, la finalidad delictiva, es 
decir la ventaja perseguida por el agente, en la regulación anterior, era la búsqueda de una 
ventaja patrimonial, la misma que en la actualidad ha sido modificada, ya que el tipo penal 
regula que el provecho puede ser de cualquier otra índole, y no solo económica. 

En vinculación a la modalidad, el tipo penal sanciona el obligar a una persona o institución, ya 
sea pública o privada, lo cual implica forzar, compeler a la persona a realizar un acto, en este 
caso, a entregar una ventaja de cualquier índole en contra de su propia voluntad, debemos 
acotar que esta ventaja puede ser tanto para el sujeto que ejerce la amenaza o violencia, como 
también para tercero. En relación a los medios comisivos como son la violencia y la amenaza, 
no se desarrollará, dado que dichos conceptos que han sido abordados en el anterior tipo penal.

Ahora, debe quedar en claro que para que se configure este delito deben concurrir sus 
elementos, es decir, no basta la existencia de violencia o amenaza sino que deben estar 
orientadas a una finalidad ulterior, que es obtener una ventaja económica o de cualquier otra 
índole, en esa misma línea Salina Siccha (2013) menciona que “Todos estos medios se 
desarrollan o desenvuelven con la finalidad de vencer la resistencia u oposición del sujeto 
pasivo y, de ese modo, lograr que este se desprenda de una ventaja económica o cualquier otro 
tipo de ventaja no debida.”7 

En relación a la pena regulada, el tipo base prevé una pena no menor de 10 ni mayor de 15 años, no 
obstante, existen circunstancias agravantes si es cometida con la participación de dos o más personas, 
o mano armada, entre otros, supuestos en los cuales la sanción puede llegar hasta los 25 años de pena 
privativa de libertad. 

Finalmente, habiendo expuesto de manera general las principales características y diferencias entre 
ambos delitos, coacción y extorsión, resulta necesario precisar algunas recomendaciones.

6. SALINAS SICCHA, R.  (2013) Derecho Penal: Parte General. 5ta Edición. GRIJLEY:Lima, p. 1201.
7. Ibidem, p. 1209.



KARLA CÁRDENAS VEINTEMILLA 
Asociado Junior Área Penal

La primera recomendación es que si bien puede existir en la víctima temor por su integridad o 
incluso vida, ya sea de la misma persona como de sus familiares, es importante que se actúe con 
rapidez y se denuncien los hechos, ya se ante la Comisaría del sector o incluso, como ocurre en el 
caso de llamadas extorsivas, se ha habilitado la línea 105 como central de emergencia. Esta línea 
recibe la denuncia, la envían a la comisaría y dependiendo de los medios identificados y hechos se 
derivará a la División de Investigación Criminal (DIVINCRI), la cual cuenta con unidades 
especializadas en este tipo de delitos. 

Como segunda recomendación, es la labor de recopilación de la propia víctima, es decir, ya sea los 
mensajes, números telefónicos, o cualquier otro elemento que permitirá a la Policía el rastreo de las 
direcciones para identificar a los presuntos responsables, si es posible grabar llamada, también 
constituirá un elemento base para la investigación. 

Por último, si consideras que existe un latente peligro para tu integridad o la de tu familia, puedes 
solicitar las garantías o la vigilancia debida hasta que desaparezca el peligro, es por ello, que lo ideal 
es actuar de manera rápida y comunicar a la autoridad policial. 



LAS PARTES PUEDEN ESCOGER 
RESOLVER SU CONFLICTO DE UNA 
MANERA CONSENSUADA, 
PACÍFICA Y EVITANDO MAYORES 
COSTOS  DE TRANSACCIÓN, SIN 
QUE NECESARIAMENTE SE VAYAN 
AL PODER JUDICIAL O A LA VÍA 
ARBITRAL

Durante la ejecución de un contrato, pueden aparecer diversos problemas que paralicen o dificulten su 
continuidad, sea porque una de las partes no tiene suficiente liquidez para realizar el pago en la fecha 
pactada, sea porque el plazo establecido no es suficiente para cumplir con la prestación, o sea porque 
ha pasado un hecho ajeno a las partes que obstaculiza que una o ambas partes puedan ejecutar sus 
prestaciones. 

Ante estos problemas, las partes pueden escoger resolver su conflicto de una manera consensuada, 
pacífica y evitando mayores costos de transacción, sin que necesariamente se vayan al Poder Judicial o 
la vía arbitral (en caso se haya pactado). Este es el caso de la renegociación contractual, la cual tiene 
por objeto renegociar un contrato. Debido a su importancia en las relaciones contractuales, este 
artículo le brindará pautas generales con la finalidad de entender mejor este mecanismo. 

¿Qué es la renegociación contractual?
La renegociación contractual es un procedimiento, mediante el cual las partes contratantes buscan 
valorar y modificar los términos del contrato para adaptarse a las nuevas circunstancias o resolver 
conflictos. Tal como señala Buendía, la renegociación tiene la "finalidad de asegurar la pervivencia de 
la operación económica, sea sobre el plano de la realización de los intereses perseguidos por los 
contratantes, sea sobre el plano de la legitimidad”1. Asimismo, la renegociación es una fórmula idónea 
para evitar que las partes recurran innecesariamente al arbitraje o al poder judicial.

¿Cómo iniciar una renegociación contractual?
Primero, para sentar a una de las partes a renegociar el contrato, es recomendable que exista una 
cláusula contractual que permita a cualquiera de ellas negociar en determinados supuestos. Así pues, 
es importante que las partes contractuales definan en qué casos van a poder solicitar la renegociación; 
ello en aras de evitar solicitudes dilatorias de renegociaciones por aspectos que no son sustanciales.

BREVES APUNTES 
SOBRE LA 
NEGOCIACIÓN 
CONTRACTUAL
POR XIOMARA MERE 
TRUJILLO

1. Buendía, E. (2016). La renegociación y la revisión del negocio jurídico como los nuevos remedios en el contrato de obra: una solución al problema de
los riesgos imprevisibles desde una perspectiva comparada. En: THEMIS Revista De Derecho, p. 173. .
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Segundo, en caso no se haya pactado una 
cláusula de renegociación, es importante 
señalar que, en virtud de lo dispuesto en el 
artículo 13622 del Código Civil, se puede 
interpretar que la renegociación es una 
obligación de medios que se fundamenta de la 
buena fe contractual, puesto que al momento 
de ejecución del contrato, las partes deben 
cooperar y coadyuvar para que el mismo 
cumpla su objetivo. Si en ese interín surge un 
evento que puede obstaculizar la ejecución del 
contrato, por el mismo principio de buena fe, 
las partes deberán sentarse a renegociar el 
contrato. 

La obligación de renegociar no implica que 
las partes deban llegar a una solución o a un 
acuerdo. Solo se trata de que las partes 
evalúen cómo deben proceder para prevenir 
los daños que se puedan generar por este 
evento sobreviniente o, en caso se estén 
generando daños, mitigarlos de una manera 
óptima. Incluso, las partes pueden concluir 
que el contrato ya no es beneficioso para 
ellas, por lo cual deciden resolverlo por 
mutuo acuerdo. Ello no implica que la 
renegociación sea fallida; más bien, significa 
que las partes han considerado que era la 
mejor solución. 

¿Qué temas se pueden renegociar?              
Las partes pueden renegociar cualquier 
término o cláusula del Contrato que han 
celebrado. Dentro de los temas que más se 
renegocian, encontramos los siguientes: 

1. El precio y la forma de pago
En el caso del precio, suele pasar que, durante 
la ejecución del contrato, el contrato es más 
costoso (o incluso menos costoso) de lo que 
se pensó, con lo cual sería importante que las 
partes abran un espacio para poder renegociar 
el monto del contrato. 

En el caso de la forma de pago, muchas veces

el pago está diferido en cuotas. No obstante, 
ocurren situaciones en las cuales a una de las 
partes se le dificulta pagar. En este escenario, 
para evitar incumplimientos, las partes 
podrían renegociar si existe la posibilidad de 
dividir más las cuotas de pago, diferir el 
pago  o buscar otra solución. 

2. El plazo de entrega o de pago
Existen situaciones en las cuales una de las
partes no puede cumplir con la entrega del
inmueble, servicio u obra, o con el pago. En
estos casos, sería idóneo que las partes
contractuales se sienten y renegocien sobre
las alternativas para solucionar este problema
y evitar, en todo caso, incumplimientos que
afecten a las partes.

3. Las responsabilidades ante un daño
contractual 
En este caso, se puede renegociar a qué parte 
contractual se le va a imputar la 
responsabilidad en el supuesto que exista un 
daño por el incumplimiento de una de las 
obligaciones. Incluso, las partes se pueden 
poner de acuerdo en asumir en porcentajes 
iguales o establecidos el costo de ese daño 
que se genere en el marco del contrato. 

2. El artículo 1362 del Código Civil señala lo siguiente: “Los contratos deben negociarse, celebrarse y ejecutarse según las reglas de la buena fe y común 
intención de las partes.”



Asimismo, es importante precisar que existen materias que no pueden ser negociadas por las 
partes como, por ejemplo, aquellos casos en los que se podrían ver vulnerados los derechos 
de los consumidores o, incluso, en el caso de contratos de trabajo, los derechos laborales; o 
en los casos en que el acuerdo de renegociación afecte derechos de terceros.

En conclusión, somos conscientes de que no siempre existirán escenarios que propicien la 
renegociación contractual. Puede que una de las partes no quiera negociar, con lo cual solo 
queda acudir al Poder Judicial o, un Centro de Arbitraje (en caso se haya pactado ello). A 
pesar de ello, es importante tener en cuenta los beneficios que tiene renegociar un contrato 
cuando ambas partes así lo desean; pues finalmente su objetivo es el entendimiento de las 
partes de forma consensuada, para evitar que el conflicto se dilate a otra instancia.

XIOMARA MERE TRUJILLO 
Asistente legal Área Civil y Comercial






